Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está abierto el acto. 
(Es la hora 15 y 22 minutos) 


-La Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca del Senado tiene el gusto de recibir a una 
delegación integrada por productores de los departamentos de Salto y Artigas, quienes desde hace 
mucho tiempo habían solicitado ser recibidos en este ámbito para referirse a la Ley N* 15.845 -del año 
1986-, relacionada con las indemnizaciones a los productores que fueron afectados por la inundación 
de la represa de Salto Grande. 


A partir de este momento, les damos la palabra. 


SEÑOR ARGENZIO.- Buenas tardes. Queríamos aprovechar la oportunidad que nos brinda la 
Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca de la Cámara Alta para referirnos a un tema que es de 
larga data y que tiene que ver con el incumplimiento por parte del Poder Ejecutivo de lo instituido en la 
Ley N* 15.845. 


Como es de conocimiento de los señores Senadores, en la mencionada norma -promulgada 
en el año 1986-se establece que hay que identificar los predios de todos los ribereños del río Uruguay 
y sus afluentes e imponer una servidumbre administrativa por espacio de cien años. Asimismo, se 
determina que hay que identificar los daños ocasionados por las crecientes puntuales que se 
produjeron como consecuencia de la construcción de la represa de Salto Grande, e indemnizar por 
ellos. 


A su vez, se conforma una Comisión Honoraria que funciona en la órbita del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca y que tiene como cometido la identificación mencionada y las 
resoluciones de las indemnizaciones pertinentes. Cabe acotar que, al comienzo de las actuaciones de 
esta Comisión, se decidió indemnizar los perjuicios ocasionados por la pérdida de cosechas de caña 
de azúcar, arroz y de horticultura. 


En octubre del año 1998 se dicta, por parte del Poder Ejecutivo, un decreto donde se 
incluyen en la indemnización a la ciudad de Bella Unión y al Pueblo Cuareim, estableciéndose que la 
Comisión Honoraria debe también identificar los predios y resolver sobre la indemnización de los 
mismos. Pero, lamentablemente -y a pesar de los años transcurridos-, nunca se logró que la Comisión 
ni el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca dieran andamiento al trámite establecido por este 
Decreto. 


Cabe señalar que las indemnizaciones comenzaron a pagarse en 1989 y se fueron haciendo 
efectivas a través del tiempo -en la medida en que se iban resolviendo por parte de la Comisión 
Honoraria- durante los Gobiernos de los doctores Lacalle, Sanguinetti y Batlle. 


En el último período del Gobierno anterior se encomendó a la Auditoría Interna de la Nación 
que hiciera una investigación respecto de las actuaciones de la Comisión Honoraria, a fin de analizar si 
estaba trabajando como correspondía. El órgano estatal concluyó que tenía puntos de vista diferentes 
con relación a muchas de las actuaciones de la Comisión. Sin embargo, una vez finalizada la 
investigación correspondiente, el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca comunicó que se 
debería continuar con la cadena de pagos, que había sido suspendida durante el período en que se 
realizó la auditoría y, tiempo atrás, por la crisis del año 2002. Cabe recordar, pues, que al finalizar el 
Gobierno del doctor Batlle, la cadena de pagos estaba suspendida. 


Ahora bien, la actual Administración prometió, en más de una oportunidad, continuar con el 
pago de las indemnizaciones. Justamente, en ese sentido, recordamos que en el primer Consejo de 
Ministros realizado en Bella Unión en junio del año 2005, estuvimos presentes junto a los entonces 
Ministro de Economía y Finanzas, contador Danilo Astori -quien ahora se encuentra en este ámbito-, el 
Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca, don José Mujica, el Subsecretario de la Cartera, ingeniero 
agrónomo Ernesto Agazzi, el Ministro de Industria, Energía y Minería, señor Jorge Lepra y el 
Subsecretario, ingeniero Martín Ponce de León. En aquella oportunidad, se nos dijo que se iba a 
trabajar a fin de clarificar la situación, buscando toda la información necesaria para proceder en 


consecuencia y terminar de pagar en un período no muy prolongado. Si no recuerdo mal, el entonces 
Ministro Astori nos manifestó que resultaría imposible hacerlo en el año 2005, porque recién estaban 
asumiendo el Gobierno, pero que posiblemente en el año 2006 se podría continuar con los pagos. El 
entonces Ministro Mujica, por su parte, nos prometió algo similar. 


El pasado año, el Consejo de Ministros se reunió en Salto. Allí nos dirigimos, ya que no se 
había avanzado en los procedimientos. Las expresiones vertidas fueron similares a las anteriores, pero 
llegamos al año 2008 y no hemos conseguido ninguna respuesta por parte de las autoridades del 
Ministerio. 


El año pasado fuimos recibidos por la Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca de la 
Cámara de Representantes, ámbito en el cual expusimos nuestra situación. La Comisión resolvió 
llamar a los integrantes de la Comisión Honoraria que funciona en el Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, a fin de que ratificara o rectificara nuestros dichos. Después de que esa Comisión 
ratificó lo que habíamos manifestado, se convocó al Ministerio de Economía y Finanzas, así como 
también al de Ganadería, Agricultura y Pesca, cuyas autoridades se hicieron presentes exactamente un 
año atrás, es decir, el 4 de diciembre de 2007. Y allí se expuso acerca de su versión de la situación y 
sobre la forma en que se está trabajando en ese sentido, aclarándose que existe voluntad de pagar y 
que, posiblemente, en el 2008 el tema quede resuelto. Tengo en mi poder una copia de la versión 
taquigráfica de lo que se expresó en aquel ámbito por parte de los Ministerios de Ganadería, 
Agricultura y Pesca y de Economía y Finanzas. 


Quisiera decir que, a pesar de todos los esfuerzos que han hecho algunos Diputados que 
han intervenido en el tema, como es el caso de los Representantes Maseda y Goñi, no se ha logrado 
avanzar en una solución para este problema. Desde el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca se 
ha dicho que se está trabajando para informar y crear bases de datos, etcétera, pero de eso hace ya 
cuatro años; ha pasado mucho más tiempo desde que la ley entró en vigencia y, sin embargo, todavía 
no se ha cumplido. En este momento tenemos alrededor de setecientos u ochocientos expedientes que 
aún no han sido pagados; estamos hablando de una cifra que seguramente supera los US$ 
10:000.000. De esos expedientes, desde el año 2001 había en el Ministerio de Economía y Finanzas 
alrededor de doscientos que no solamente tenían las resoluciones firmadas, sino que estaban 
debidamente notificados. No obstante ello, el Ministerio no respondió por qué no se cumplía con el 
pago correspondiente; por lo menos nosotros no pudimos acceder a esa información. Asimismo, 
tampoco obtuvimos datos acerca de ese tema en el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, a 
pesar de que en reiteradas oportunidades solicitamos a sus autoridades que se informara si existía en 
los expedientes algún error o dato que aportar, a fin de que se cumpliera con el mandato de la ley; el 
silencio fue la respuesta. Por esa razón, más de un productor y quizás algún poblador de Bella Unión 
iniciaron demandas judiciales, a los efectos de cobrar a través de la Justicia lo que el Poder Ejecutivo 
no cumplía por la vía administrativa. Fue así que se presentaron algunas situaciones que conozco, 
aunque hay otros casos sobre los cuales aún no tengo conocimiento suficiente. Algunas de esas 
acciones ya se ganaron por parte de los productores y sabemos que el Poder Judicial sentenció al 
Ministerio de Economía y Finanzas a pagar, por lo menos en dos casos. En uno de ellos la suma a 
pagar fue de varios centenares de miles de dólares, pago que ya se efectivizó. 


El hecho es que para que la gran mayoría de las personas que tienen indemnizaciones por 
cobrar puedan reclamar judicialmente, se debe disponer de tiempo y, fundamentalmente, de dinero. 
Hay productores que sí tienen esa disponibilidad y pueden afrontar los costos de abogados, de viajes, 
de convocatoria de testigos y de timbrados, pero la gran mayoría de los involucrados en este tema no 
pueden hacerlo. Entonces, más allá del tiempo, por la vía judicial van a cobrar todos aquellos que 
cuenten con los recursos necesarios y, en algunos casos, la capacidad suficiente como para llevar 
adelante una gestión de esta índole. Los señores Senadores seguramente conocen a muchas 
personas que, cuando se les habla de una acción judicial, se niegan a iniciarla porque no se animan. 
Lo lamentable es que existe una ley del año 1986 que aún no se ha cumplido y en función de la cual 
sólo se ha pagado la mitad de lo que correspondía. También nos parece muy triste que no haya un 
motivo -por lo menos conocido- para el incumplimiento de esa norma. 


Con esta exposición simplemente he querido ofrecer una síntesis de nuestra situación y, 
además, decir a los señores Senadores que integran esta Comisión que hemos venido a exponer un 
problema cuyo punto fundamental es que existe una ley elaborada por el Poder Legislativo que no se 
está cumpliendo por el Poder Ejecutivo. Si fuera posible, entonces, esperamos que los señores 


Senadores nos den la ayuda necesaria para que el Poder Ejecutivo finalmente cumpla con lo 
establecido por la Ley N* 15.845. 


Muchas gracias. 


SEÑORA ALONSO.- Complementando lo que decía el señor Argenzio y a los efectos de explicar la 
situación actual, quiero decir que, aparentemente -como se publicó en los medios de prensa-, el 
Ministerio de Economía y Finanzas dijo que estaba el dinero para efectivizar gran parte de los pagos. 


A partir de la realización de la auditoría, en la órbita del Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca se forma una Comisión Asesora de la Comisión Honoraria creada por ley. Pero, ¿qué sucede? 
En el marco de esa Comisión Asesora se pierde la pista de los expedientes, que ni siquiera figuran en 
el sistema informático. El trámite se comienza en el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca; una 
vez que la Comisión Honoraria toma resolución respecto a si corresponde el pago, de cuánto será y 
cómo se hará, pasa al Ministerio de Economía y Finanzas. De ahí vuelve al Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca para que éste efectivice el pago. 


En una gran cantidad de expedientes estamos en esta situación. Fueron al Ministerio de 
Economía y Finanzas, éste dio el aval disponiendo el pago correspondiente, volvieron al Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca y ahí desaparecieron. En teoría, están en el marco de esa Comisión 
Asesora de la Comisión Honoraria. Dicha Comisión Asesora no recibe a los interesados, no los notifica, 
no recibe a sus abogados y no da información sobre los expedientes. En conclusión, no sabemos qué 
está pasando. Aparentemente, el dinero estaría disponible porque así lo dio a conocer el Ministerio de 
Economía y Finanzas. Está en el marco de lo previsto y de lo que este último planteó en su momento, 
pero existe un obstáculo. No queremos pensar que hay una “caza de brujas”, pero no nos queda más 
remedio que considerarlo así. No puede ser que no se cumpla con el mínimo procedimiento 
administrativo de notificar un expediente, de informar qué es lo que falta para que se pague y, en 
definitiva, pagarlo. No sabemos por qué no se paga ni qué documentación hace falta. 


Entonces, venimos a plantear qué pueden hacer ustedes, como control del Poder Ejecutivo, 
para lograr que el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca pague si es que los dineros del 
Ministerio de Economía y Finanzas están, como se dijo; no tenemos por qué pensar lo contrario. 


SEÑOR LAPAZ.- La referencia que hace la doctora al asesoramiento de la Comisión Honoraria 
seguramente tiene que ver con el artículo 12, de la Ley  N* 15.845, que dice: “La Comisión Honoraria 
creada por el artículo 3% de esta ley con el asesoramiento de la Dirección General del Catastro 
Nacional y Administración de Inmuebles del Estado y de la Delegación del Uruguay en la Comisión 
Técnica Mixta de Salto Grande, determinará los daños y perjuicios inmediatos, si los hubo, 
ocasionados por las crecidas extraordinarias ya producidas a que se refiere el artículo 11, y fijará el 
monto de la indemnización a pagar por todo concepto, en la forma discriminada que establece el 
artículo 7”. Este último, también hace referencia al asesoramiento de la Dirección Nacional de Catastro 
y de la Delegación del Uruguay en la Comisión Técnica Mixta de Salto Grande. Parecería que, de 
acuerdo con lo que establece la ley, el asesoramiento al que debe recurrir la Comisión Honoraria sería 
el mencionado en el artículo, es decir, el de la Dirección Nacional de Catastro y el de la Delegación del 
Uruguay en la Comisión Técnica Mixta de Salto Grande. Sin embargo, por lo que dice la doctora 
Alonso, hay otro asesoramiento paralelo a ese. 


SEÑOR ARGENZIO.- Efectivamente, la Comisión Honoraria, por mandato de la Ley, tiene que actuar 
con el asesoramiento de la Dirección Nacional de Catastro y de la Delegación de la Comisión Técnica 
Mixta de Salto Grande. Aclaro que integré esa Comisión Honoraria por mucho tiempo y ahora ocupa 
mi lugar el doctor Carlos Sosa, aquí presente. Naturalmente, siempre se recurrió a la Dirección 
Nacional de Catastro para conseguir los valores por los cuales se firmaban las resoluciones. En 
algunos momentos, la Comisión Honoraria cambio esos valores discrepando con Catastro, dando los 
fundamentos del caso, pero reitero que siempre se recurrió a la Dirección Nacional de Catastro por 
mandato legal. 


Con respecto a la Comisión Técnica Mixta de Salto Grande, debo decir que siempre ha 
tenido un delegado en la Comisión Honoraria. Ese representante es el que permanentemente ha 
estado aportando la información, los datos y las opiniones, a los efectos pertinentes. 


En realidad, no sabemos bien qué función cumple la Comisión a la que hacía referencia la 
doctora Alonso; podría decirse que controla a la Comisión Honoraria, es decir, a los propios técnicos 
del Estado, que son mayoría dentro de ella. Daría la impresión de que el Poder Ejecutivo no confía en 
los técnicos que ha designado para representarlo en esa Comisión. Vale destacar que uno de ellos 
depende de Presidencia de la República, otro del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca y el 
último de la propia Comisión Técnica Mixta de Salto Grande. Repito que el Estado no sólo tiene a sus 
técnicos, sino también la mayoría absoluta para aprobar las resoluciones que entienda apropiadas, en 
tanto los productores son sólo dos, por lo cual si bien están presentes, son minoría en la Comisión 
Honoraria. Pensar que todos los técnicos que han pasado por dicho Cuerpo -abogados, contadores, 
ingenieros, escribanos, ingenieros civiles y militares, como el caso del ex Comandante en Jefe de las 
Fuerzas Armadas, General Bertolotti- no hicieron las cosas bien, es poner en duda la capacidad de 
mucha gente que a través de tantos años ha resuelto -desde mi punto de vista, con una honestidad y 
cristalinidad formidables- el manejo de la situación. Hoy, el Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca crea una Comisión Asesora. En lo personal, pienso que si no tiene confianza en sus técnicos, lo 
que debería hacer es cambiarlos. 


En definitiva, es a esa Comisión a la que aludía la doctora Alonso. 
SEÑORA ALONSO.- La Comisión Asesora es la que en este momento está entorpeciendo el trámite. 


Para terminar, quiero decir que, de alguna manera, inducir a los productores a recurrir a la 
Justicia para hacer efectivo lo que les corresponde por derecho, es ir en contra de la Ley que 
mencionamos. Tengamos en cuenta que esta norma se agota en sí misma; una vez que se paga a los 
productores lo que se les debe por concepto de servidumbre, sistema de riego y pérdida de cosechas, 
más lo que implica Bella Unión, la ley no tiene razón de ser, porque no habrá más reclamos. 


Insisto en que esta Ley fue aprobada con un claro sentido de equidad, de manera de atender, 
también, a los productores de menores recursos -muchos de los cuales cobrarían muy pocas 
Unidades Reajustables y no podían llegar a la Justicia-, para que todo se hiciera en forma rápida, a 
través del procedimiento administrativo, realizando las articulaciones correspondientes entre los 
Ministerios de Ganadería, Agricultura y Pesca y de Economía y Finanzas. Todo esto está desvirtuado y 
se da una violación constitucional en cuanto, en idénticas situaciones, unos cobraron, otros siguen sin 
cobrar y algunos -como es el caso de los pobladores de Bella Unión- ni siquiera ingresaron en el 
circuito de pagos. Concretamente -y hablando en números redondos-, no se pagaron las setenta 
pérdidas de cosecha de 1997, los sistema de riego que veinte productores perdieron por las crecidas y 
a doscientos productores con servidumbre. 


En resumen, esta situación viene dilatándose desde hace veinte años, cuando se ideó un 
sistema para que la solución fuera más rápida. 


SEÑOR SOSA.- Represento a la Asociación de Plantadores de caña de azúcar y fui nombrado en la 
Comisión en el mes de setiembre, con la firma del Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca y de la 
Presidencia de la República. La primera reunión a la que asistí se celebró el 27 de octubre y ese día 
consideramos diecisiete expedientes de padrones rurales -de la zona de Bella Unión y algunos de la 
ciudad de Salto- que fueron aprobados para la gestión de pago. Están quedando a consideración de la 
Comisión alrededor de tres o cuatro expedientes rurales, que seguramente serán analizados el próximo 
8 de diciembre, en que tendremos otra reunión, que para mí será la segunda. 


Pero hay un tema que quisiera resaltar y es el siguiente. El día 2 de octubre me entrevisté 
con el señor Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca, ingeniero Agazzi, y luego de analizar temas 
concernientes a la producción de caña de azúcar y a la firma ALUR -ubicada en Bella Unión-, 
aprovechando que nos conocemos desde hace un tiempo le comenté que estaba integrando la 
Comisión Honoraria, por lo que me interesaba saber qué pensaba en cuanto a estos pagos, dado que 
han pasado tantos años. La respuesta del señor Ministro fue que el dinero y la voluntad de pagar 
están, pero es la Comisión la que debe informar y resolver. Como soy nuevo en el tema, me quedó la 
duda acerca de a qué Comisión se refería, si a la que iba a integrar yo o a la que se está mencionando, 
integrada por profesionales en economía, abogados y escribanos del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca. Lo cierto es que, trabajando en la Comisión el día 27 de octubre, planteé lo que 
me había dicho el señor Ministro, ante lo cual los propios delegados del Ministerio dijeron que no era 
así, pues se estaba cumpliendo con lo establecido, pero había dependencias públicas que no 
respondían con la prontitud necesaria. De ahí surge que los padrones urbanos de la ciudad de Bella 


Unión y los de la localidad de Cuareim -que también está ubicada en la zona de Bella Unión- todavía 
no pueden ser tratados dentro de la Comisión Honoraria porque la Dirección Nacional de Catastro hace 
ya años -al menos cuatro, según se mencionó- que tiene este tema por resolver y no lo hace, porque 
no tiene personal disponible, dado que profesionales en agrimensura que actuaron durante varios años 
-como el agrimensor Saldaña, en la ciudad de Artigas- se han jubilado y no hay quien pueda actuar en 
esta materia. Como dije, ya van varios años que la Dirección Nacional de Catastro no resuelve esa 
situación. 


Algo similar sucede con el tema de 26 sistemas de riego que fueron afectados por las 
crecientes; estos productores deberían ser indemnizados, pero por las dificultades que tiene esta 
Dirección o alguna otra dependencia vinculada al tema, el asunto no ha podido ser tratado aún en la 
Comisión Honoraria. 


Es decir que está pendiente el tema de la planta urbana de Bella Unión y la zona de Cuareim, 
al igual que el de los 26 sistemas de riego que fueron afectados. 


En función de la poca experiencia que tengo en la Comisión Honoraria, esto es lo que puedo 
decir con respecto a las inquietudes que pude plantear allí. 


SEÑOR MOREIRA.- Soy Edil departamental -al igual que los señores Luis García Da Rosa y Mario 
Barrios, que hoy nos acompañan-, además de Secretario de la Comisión de Tierras de la Junta, y debo 
decir que acudimos aquí, invitados por los vecinos damnificados, para mostrar nuestro apoyo. 


Por mi parte, quiero formular una pregunta al compañero Senador Danilo Astori. Meses atrás 
trascendió en la prensa que se habían aprobado US$ 15:000.000 para el pago de indemnizaciones de 
los vecinos damnificados de la Represa de Salto Grande. Quería saber si esto es verdad o no, pues no 
poseo ninguna versión oficial al respecto. 


SEÑOR ASTORI.- Pido disculpas, pero no recuerdo la cifra, de manera que si se dirigen al Ministerio 
de Economía y Finanzas serán informados. 


SEÑOR GARCÍA DA ROSA.- Soy edil de la Junta Departamental de Artigas. Queremos expresar, en 
primer lugar, que nuestra presencia en la Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca de la Cámara de 
Senadores es testimonio del apoyo incondicional que la Junta Departamental de Artigas ha tenido para 
con las gestiones que han hecho los afectados por la problemática de la servidumbre de aguas en 
Bella Unión. Este tema fue llevado por ellos a la Junta Departamental y siempre recibió el respaldo 
unánime de todas las colectividades políticas, como no podía ser de otra manera, porque se trata del 
cumplimiento de una ley promulgada por el Poder Ejecutivo. Nosotros los hemos acompañado; la Junta 
los ha apoyado unánimemente y nuestra presencia pretende trasmitir el respaldo incondicional a toda 
la gente que vive esta situación y que mucho nos preocupa. En su oportunidad, hemos solicitado una 
entrevista al Ministerio de Economía y Finanzas, a los efectos de saber por qué razón había un atraso 
en más del 50% de las personas afectadas por la servidumbre de aguas, ya que no habían cobrado las 
indemnizaciones que marca la ley. Lamentablemente, hasta el momento, no tuvimos confirmación de la 
entrevista, pero la noticia que trascendió a través de los medios de prensa en cuanto a que había una 
partida de US$ 15:000.000 ó US$ 16:000.000 para hacer frente a todas las indemnizaciones que 
faltaban, nos dio tranquilidad; sin embargo, todo parece indicar que fue solamente una versión de 
prensa. Como dije al principio, en nombre de la Junta, respaldamos totalmente las gestiones de los 
pobladores de la zona este del departamento. 


SEÑOR BARRIOS.- Soy edil departamental. Esta fue una de las inquietudes que yo, viviendo en Bella 
Unión, creía que se había echado al olvido. Un día, hablando con una persona, esta me planteó la 
situación. En virtud de que yo trabajo en la Comisión, logré que esto llegara a la Comisión de Tierras y 
luego invitamos nuevamente al señor Argenzio. Concurrimos gustosamente a la Junta y allí aprobamos 
el tema. Nosotros planteamos la inquietud que tienen los productores de la zona norte de Bella Unión, 
que hace años que están esperando que se les pague. Firmemente, creo que los Gobiernos van y 
vienen siempre con promesas, pero hoy por hoy esta necesidad es muy importante para la zona y lo 
digo, además, por ser un hijo de Bella Unión. 


Queremos que se llegue a una resolución y que se diga si se va a seguir adelante; inclusive, 
hay gente que ha cobrado y que hoy vuelve a hacer el planteo. Creo que esto no es así. Reitero: a 


algunas personas ya se les ha pagado, pero todavía están por cobrar algunos productores de Bella 
Unión que necesitan el dinero porque están pasando un momento crítico. 


Nosotros hacemos el planteo, pero aunque no encontramos respuestas, por lo menos 
queremos llevar alguna novedad a aquella zona, decirles que estuvimos reunidos con los señores 
Senadores y demostrarles que estamos trabajando por la gente que lo necesita. A veces, uno espera 
tener respuesta o que otros la encuentren. De lo contrario, estaremos esperando un debido tiempo 
para que esto se solucione. 


SEÑOR BOLFARINI.- Yo voy a hablar como productor, al igual que lo hice en la Cámara de Diputados 
el año pasado, cuando solicitamos la entrevista. Queremos ver si podemos resolver el tema, porque 
muchos de los damnificados están embargados y deben al Estado; inclusive, algunas personas ya se 
han muerto y después la familia tiene problemas para hacerse de ese dinero. Hemos planteado 
distintas formas de pago en caso de que no tuvieran la plata como, por ejemplo, entregar algún 
certificado; hay gente embargada por el Banco de Previsión Social y otra que debe al Banco de la 
República. Lo importante es que el productor pueda salir del pozo y seguir trabajando, porque la 
situación es difícil y hace años que estamos detrás de esto. Por ello venimos a este ámbito a plantear a 
ustedes esta situación, tal como en su momento lo hicimos con los señores Representantes y con los 
Ministros, particularmente con el Secretario de Estado Agazzi que nos entregó las tierras de la Colonia 
“Raúl Sendic” y nos manifestó que estaba trabajando en este sentido y que en cualquier momento 
íbamos a tener una respuesta. Sin embargo, finaliza el año 2008 y seguimos esperando; esperemos 
que en el 2009 paguen porque, de lo contrario, seguiremos golpeando puertas. 


SEÑOR LAPAZ.- Comparto totalmente el planteo de los productores de la zona de Salto y Artigas 
porque, indudablemente, hay un dinero que se les adeuda. A su vez, ellos deben al Estado, que cobra 
sus intereses, pero, sin embargo, los trabajadores tienen su dinero congelado. Por supuesto que esta 
situación es perjudicial para aquellos a quien el Estado debe dinero. 


Quiero hacer una consulta relativa al artículo 1% del proyecto de ley. Concretamente, quiero 
saber si la zona del embalse de Salto Grande está delimitada por los inmuebles afectados -referidos en 
el artículo 1*-, que serían solamente los que están en esa zona; me llama la atención que se haga 
referencia a la planta urbana de Bella Unión, tan alejada del embalse. En el artículo 1% se dice que 
quedan sujetos a servidumbre administrativa de ocupación temporaria de aguas los inmuebles 
afectados por crecidas extraordinarias y discontinuas del Río Uruguay y sus afluentes en la zona del 
embalse de Salto Grande, etcétera. Entonces, ¿se trata solamente de los inmuebles de la zona del 
embalse de Salto Grande o ustedes tienen otra interpretación? 


SEÑOR ARGENZIO.- Los inmuebles afectados los puso en planos y los marcó en el campo el Servicio 
Geográfico Militar. Hay toda una documentación al respecto y la línea de servidumbre se basó en 
parámetros técnicos y políticos así como en supuestos de crecientes desconocidas, porque la 
Comisión resolvió suponer una creciente un poquito mayor que la que era conocida como la más 
grande. En este sentido, Salto Grande emitió su opinión en cuanto al manejo de la presa y se tomó una 
decisión política para fijar la línea de servidumbre que, reitero, tanto en el campo como en el plano, la 
fija el Servicio Geográfico Militar. Existe toda la documentación. 


En lo que tiene que ver con la pregunta formulada por el señor Senador, quiero señalar que 
cuando se realiza la marcación del río se hace lo que se denomina la “curva a nivel” y no un quiebre 
rectángulo dejando la ciudad de Bella Unión afuera y siguiendo hacia el norte, al igual que lo que 
ocurre con Pueblo Cuareim. ¿Por qué se hizo eso? El Servicio Geográfico Militar hizo eso porque, 
como la ley expresaba que giraba en la órbita del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, se 
entendió -punto de vista que no comparto, pero así se comprendió- que únicamente se debía afectar 
o identificar predios rurales. De esta manera, posteriormente, el doctor Sanguinetti emitió un decreto 
en el que se incluye a la planta urbana de Bella Unión y a Pueblo Cuareim para que todo fuera igual. 
Quiero aclarar que, estando presente quien habla en la Comisión Honoraria, este decreto se 
desconoció expresamente por orden superior, porque era un decreto; vamos a cumplir, entonces, con 
la ley. Pero tan es así que nunca se hizo nada por Bella Unión y Pueblo Cuareim. Es más; cuando se 
alude a predios rurales se habla de indemnizaciones a gente que puede tenerla y soportar el no 
recibirla, pero cuando se habla de planta urbana de Bella Unión y Pueblo Cuareim, se está hablando 
de una inmensa mayoría de gente humilde que tiene su casa en la parte más baja de la ciudad, lo que 
deja de ser un problema económico para pasar a ser social. Hasta la fecha fueron indemnizados 
alrededor de trescientos productores y algunos que no lo eran también lo fueron -es vergonzoso 


decirlo-, como el propio Estado, a través del resarcimiento que se pagó a la Intendencia Municipal de 
Artigas y al Instituto Nacional de Colonización, que recibieron fuertes sumas, de varios centenares de 
miles de dólares -en muchos casos, arriba del millón de dólares-dejando atrás a particulares que, de 
repente, tenían mil o dos mil dólares para cobrar. 


En su momento, la Dirección Nacional de Catastro propuso que con respecto a Bella Unión y 
a Pueblo Cuareim no se indemnizara, que se revisara el decreto del Poder Ejecutivo, que se solicitara 
su anuencia y que se hiciera lo mismo que con Pueblo Belén y Constitución, ubicados al norte de la 
represa, a los que no se indemnizó, sino que simplemente se otorgó viviendas trasladando a los 
moradores a una zona alta y evitando así la especulación, el manejo de dinero a particulares y otra 
serie de situaciones, en busca de una solución final a un problema que dejaba de ser económico para 
pasar a ser social. Nada de eso se ha querido hacer por parte del Poder Ejecutivo. 


Esa es la respuesta a la pregunta del señor Senador Lapaz. 


SEÑOR DA ROSA.- Deseo formular moción en el sentido de que la versión taquigráfica de esta sesión 
sea enviada a los Ministerios de Economía y Finanzas y de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A los efectos de complementar la moción, solicitaríamos que, de ser posible, 
los respectivos Ministerios nos envíen una respuesta, porque la conclusión que extraemos del planteo 
realizado en el día de hoy es que hay una ley vigente y una parte que se pagó y otra que no. Además, 
el Ministerio ya ha aprobado una partida -supuestamente para indemnizar esto último- y existe una 
decisión del Poder Ejecutivo en el sentido de pagar. De todas maneras, lo importante es saber por qué 
los Ministerios no han actuado. 


SEÑOR ASTORI.- No pensaba hacer uso de la palabra, pero ahora me veo en la obligación de dejar 
constancia de que el Ministerio de Economía y Finanzas hizo todo lo que tenía que hacer sobre este 
asunto y cumplió con su responsabilidad. 


Nada más. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Senadores están de acuerdo, aprobaríamos la moción en el 
sentido de enviar la versión taquigráfica de la reunión de hoy a los Ministerios mencionados. El señor 
Senador Astori -ex Ministro de Economía y Finanzas- nos confirma que esa etapa se cumplió y, por lo 
tanto, hay que ver qué pasa con el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca y la Comisión Especial 
que trata el tema. 


SEÑORA ALONSO.- Simplemente queremos decirles que en esta carpeta, en la que les dejamos todo 
el material, hay una copia de la carta que en este momento los productores están remitiendo al 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca por la que solicitan información. Es nuestra intención que 
ustedes sepan en qué términos los productores se están manejando con el Ministerio y qué está 
reclamando concretamente cada uno de ellos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dejamos constancia de que el material también será enviado al Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca, adjunto a la versión taquigráfica. 


SEÑOR ARGENZIO.- Deseamos que quede constancia, asimismo, de que en modo alguno estaba en 
nuestro ánimo recriminar nada al señor Senador Astori. Lo que queremos es que se cumpla con la ley y 
que se nos pague lo que los propios Poderes Ejecutivo y Legislativo resolvieron. 


Nada más. 


SEÑOR ASTORI.- Solamente hice la aclaración porque la verdad -y usted lo sabe especialmente- es 
que me ocupé personalmente de que esto se definiera en el Ministerio de Economía y Finanzas; y se 
definió, como debía ser. 


SEÑOR ARGENZIO.- Me consta, señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En nombre de la Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca del Senado, 
agradecemos su visita. 


SEÑOR ARGENZIO.- Los agradecidos somos nosotros por haber sido recibidos. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 4 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


